SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N° 002
RADICACIÓN: 6600122040002020-00009-00
ACCIONANTE: ROBINSON SÁNCHEZ GALVIS
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA / DEBE RESOLVERSE DENTRO DEL PROCESO PENAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
… el señor Galvis Sánchez concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales… como quiera que por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no se ha adoptado providencia de fondo con ocasión de la solicitud de prisión domiciliaria que elevó en diciembre 19 de 2019. (…)
Aunque se aprecia que la solicitud que fuera elevada por el actor se hizo hace algo más de un mes, y si bien a la hora de ahora no se ha proferido decisión, no por ello puede predicarse vulneración alguna a sus derechos fundamentales al debido proceso o de acceso a la Administración de Justicia, en tanto como se observa, el accionante ha tenido la posibilidad de acudir en varias ocasiones ante el despacho accionado para que resuelva la petición de prisión domiciliaria, como ya se hizo en ocasión anterior, y donde tuvo activa participación el Procurador 290 Judicial I Penal…
No puede desconocer la Sala, que en la actualidad, los cuatro Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, tienen una gran carga laboral, la que se incrementa en el mes de diciembre por razón de la vacancia judicial de la mayoría de despachos judiciales…
Como bien lo señala el agente del Ministerio Público, la tutela resulta improcedente en el trámite de los procesos judiciales, los cuales están sujetos a una reglamentación especial, y será en el interior de los mismos donde por medio de las diferentes decisiones judiciales se dé un pronunciamiento de fondo acerca de lo reclamado, frente a lo cual proceden los recursos ordinarios.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintinueve (29) de enero de dos mil veinte (2020)

                                                                   Acta de Aprobación No. 043
                                                  Hora: 1:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ROBINSON GALVIS SÁNCHEZ, contra el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la dignidad, de petición, debido proceso y acceso a la Administración de Justicia.
2.- SOLICITUD 

Informa el señor GALVIS SÁNCHEZ que, conforme lo señalado por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira por auto de octubre 09 de 2019, en diciembre 19 de ese mismo año solicitó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas la prisión domiciliaria, en la cual incluyó la acreditación sobre su arraigo familiar, sin que a la fecha se le hubiere resuelto de fondo tal petición. Agrega que en conversación que sostuvo en el establecimiento penitenciario con el juez, este le indicó que no resolvería lo reclamado y así lo ha cumplido.

Pide se amparen sus derechos fundamentales y se le ordene al funcionario, en el término indicado por el despacho, que resuelva de fondo la solicitud de prisión domiciliaria a la que hace alusión.

3.- CONTESTACIÓN

Por parte de la Sala se corrió traslado de la acción constitucional al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Pereira, así como al abogado del actor y al agente del Ministerio Público que interviene ante el referido despacho, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Defensor Público GUSTAVO RÍOS BEDOYA, indica que si bien en la fecha no es el apoderado del actor, en tanto para su representación requiere aprobación y asignación del supervisor del contrato, así como la firma de poder para actuar, ante el poco tiempo para cumplir con tal mandato, se pronuncia como agente oficioso para indicar que en efecto se debe dar respuesta a lo pedido por el accionante, por lo cual pide se tutele el amparo reclamado.

- El Procurador 290 Judicial I Penal, refiere que aunque tuvo participación activa en el trámite de la prisión domiciliaria donde interpuso recurso ante la negativa del juez de otorgarlo, desconocía la postura de segunda instancia donde sus planteamientos tuvieron eco, y pese a que la decisión se ratificó, lo fue por la no probada existencia del arraigo, lo que de haber sabido lo hubiera llevado a insistir en su concesión, en atención al deber jurídico que como Ministerio Público le asiste. En relación con la tutela impetrada, pide se descarte cualquier vulneración al derecho de petición, en tanto nos hallamos ante un asunto judicial y no administrativo, y de avizorarse la vulneración de algún derecho sería el de acceso a la Administración de Justicia.

Señala que la Ley 906/04 no contempla norma aplicable a este caso, al tratarse de un trámite posterior a la ejecutoria de la sentencia, por lo cual, por remisión normativa debe acudirse al art. 168 de la Ley 600/00 que concede un plazo de 10 días para que los jueces dicten providencias interlocutorios, el cual se reduce a tres cuando se trata de la libertad.  Y si bien el término se encuentra vencido, la vulneración no es automática, en tanto se debe tener en consideración la carga laboral, complejidad de los asuntos, cúmulo de peticiones, además de lo reglado en el canon 18 de la Ley 446/98.
Respecto de la presunta expresión del juez, ello no constituyen ningún prejuicio ni mucho menos impedimento que ponga en tela de juicio la imparcialidad o deje en evidencia un interés indebido del funcionario, y ello lo estima irrelevante para la determinación que deba adoptarse.

- Por parte del juzgado accionado se guardó silencio.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por el accionante.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor GALVIS SÁNCHEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales: dignidad, petición, debido proceso y de acceso a la Administración de Justicia, como quiera que por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no se ha adoptado providencia de fondo con ocasión de la solicitud de prisión domiciliaria que elevó en diciembre 19 de 2019.

De la información relatada por el quejoso, amén del silencio del despacho accionado, se observa que mediante escrito de diciembre 19 de 2019 radicó nuevamente ante el juzgado solicitud en la que pidió le fuera concedida la prisión domicilia, para lo cual acreditó, en su sentir, lo relativo al arraigo familiar necesario para acceder a tal sustituto, como único requisito que le faltaba para obtener tal beneficio según lo plasmado en auto de segunda instancia proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito en octubre 9 de 2019, por medio del cual desató la alzada frente a negativa del juzgado de primer nivel para concederle la prisión domiciliaria.

Aunque se aprecia que la solicitud que fuera elevada por el actor se hizo hace algo más de un mes, y si bien a la hora de ahora no se ha proferido decisión, no por ello puede predicarse vulneración alguna a sus derechos fundamentales al debido proceso o de acceso a la Administración de Justicia, en tanto como se observa, el accionante ha tenido la posibilidad de acudir en varias ocasiones ante el despacho accionado para que resuelva la petición de prisión domiciliaria, como ya se hizo en ocasión anterior, y donde tuvo activa participación el Procurador 290 Judicial I Penal, quien, como así lo asegura, fue quien interpuso apelación contra la negativa de su concesión, y que fuera resuelta en segundo grado por el juzgado que emitió el fallo de condena.
No puede desconocer la Sala, que en la actualidad, los cuatro Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, tienen una gran carga laboral, la que se incrementa en el mes de diciembre por razón de la vacancia judicial de la mayoría de despachos judiciales, en tanto al permanecer en sus labores durante dicha época, se aumenta el número de acciones constitucionales que deben atender, todo lo cual redunda en la imposibilidad para resolver en un menor tiempo la gran cantidad de solicitudes que a diario formulan las personas cuya pena vigilan. En otros términos, la tardanza en sí misma considerada no puede constituirse en vulneración de derechos fundamentales.

Como bien lo señala el agente del Ministerio Público, la tutela resulta improcedente en el trámite de los procesos judiciales, los cuales están sujetos a una reglamentación especial, y será en el interior de los mismos donde por medio de las diferentes decisiones judiciales se dé un pronunciamiento de fondo acerca de lo reclamado, frente a lo cual proceden los recursos ordinarios.
Para resolver una solicitud como la elevada por el actor, no existe un término fijado en la ley, y ello lo es, por cuanto el funcionario judicial debe contar con los insumos necesarios para adoptar la providencia que en derecho corresponda. Con mayor razón en el presente asunto en el cual se pide la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, a consecuencia de lo cual debe tenerse especial cuidado en el arraigo
 como elemento para su concesión, y para ello no solo debe tenerse en cuenta el lugar de residencia que fije el sentenciado, sino otra serie de factores tales como las situaciones familiares, personales, sociales, laborales, con miras a acreditar que en efecto se cumplen las exigencias de ley. Incluso, para determinar las mismas el funcionario judicial debe apoyarse en el informe que rinda la trabajadora social adscrita al centro de Servicios Administrativos, que deberá elaborarse dentro del plazo fijado por el funcionario. 

De lo anteriormente reseñado, podemos decir sin lugar a equívoco alguno, que el asunto sometido a estudio fue recientemente asignado al juez que vigila la sanción, y con seguridad se encuentra a la espera del informe de arraigo para poder emitir una decisión al respecto.
En conclusión, será en el interior de dicho procedimiento donde el actor podrá ejercer todas las potestades que la ley le confiere para satisfacer su pretensión, como así lo tienen decantado la jurisprudencia
, v.gr por medio de las solicitudes de nulidad, del ejercicio de los medios de impugnación, etc. Y de igual modo, si se llegare a demostrar una mora injustificada del despacho accionado para atender el reclamo -la que a la hora de ahora no aprecia el Tribunal-, el interesado está en todo el derecho de presentar queja contra el funcionario judicial para que sea la autoridad disciplinaria, dentro del procedimiento fijado por el ordenamiento legal, el encargado de establecer si en efecto tal situación se ha presentado.

Finalmente y no obstante aducir el quejoso que el funcionario judicial le indicó categóricamente que “NO” resolvería la solicitud elevada, ello no puede ser considerado en su literalidad, en tanto es evidente que el juez de ejecución de penas al estar sometido al imperio de la ley, debe cumplir la función para la cual fue designado, sin que cuente con discrecionalidad absoluta para decidir si adopta o no una decisión en uno u otro asunto, pues de proceder en tal sentido podría incurrir en infracciones al derecho penal y/o disciplinario.

Al margen de lo anterior, pese a no observarse vulneración alguna a los derechos al debido proceso y de acceso a la Administración de justicia, se insta al funcionario judicial para que una vez cuente con los soportes pertinentes, proceda a resolver sin dilación alguna la solicitud de prisión domiciliaria elevada por el señor SÁNCHEZ GALVIS.
En conclusión, al no evidenciarse vulneración alguna de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados, la Sala negará el amparo constitucional. 

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor ROBINSON SÁNCHEZ GALVIS.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� En CSJ STP, 25 may. 2015, Rad. 29581, se indicó: "La expresión arraigo, proveniente del latín ad radicare (echar raíces), supone la existencia de un vínculo del procesado con el lugar donde reside, lo cual se acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una residencia fija y estable, vivir en ella junto con la familia y estar presto a atender el requerimiento de las autoridades […]."


� CSJ STP, 6 may. 2015, Rad. 79314 
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